








Bogotá D.C., 24 de junio de 2022 
 
Doctora  
NANCY PATRICIA MORALES GARCIA  
JUZGADO VEINTITRÉS (23) DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
DE BOGOTÁ 
E.                    S.                           D.  
 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO APELACIÓN CONTRA EL 
AUTO INTERLOCUTORIO NO. 598 DEL 02 DE JUNIO DE 2022 POR EL CUAL SE 
NIEGA LA LIBERTAD CONDICIONAL.  
RADICADO: 11001600000020190319600 – N.I 21028. 
CONDENADO: GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL OVIEDO.  

 
VICTOR ALFONSO CORREA MEDINA identificado como aparece al pie de mi firma, en 
mi condición de apoderado judicial del señor GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL OVIEDO 
identificado con el número de cedula No. 79.284.931 de Bogotá, respetuosamente me 
dirijo a su honorable Despacho con la finalidad de interponer RECURSO DE 
REPOSICIÓN EN SUBSIDIO APELACION en contra del Auto Interlocutorio No. 598 
proferido por su despacho el día 02 de junio de 2022, en los siguientes términos de 
hecho y de derecho.  
 
 

I. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDAD LEGAL 
 
Dentro del contenido del artículo 176 del Código de Procedimiento Penal, se establecen 
los recursos ordinarios de Reposición y Apelación, siendo este, el parámetro legal y 
constitucional para impetrar este tipo de actuaciones. En lo que respecta 
concretamente al trámite y término legal para su interposición y sustentación, la 
normativa establece que debe ser presentada dentro de los tres (3) días calendario 
siguientes a la notificación, circunstancia esta que, al ser analizada con la procedencia y 
oportunidad legal plasmada en la norma, para el caso en particular que nos ocupa, la 
oportunidad legal sería la siguiente:  
 

Fecha de Notificación: 21 de junio de 2022  
Fecha máxima de presentación: 24 de junio de 2022 

 
Así las cosas, el día 21 de junio de 2022 fue surtida la notificación al suscrito apoderado 
de manera personal y correo electrónico, razón por la cual la oportunidad para 
interponer el recurso de reposición concluiría el día 24 de junio de 2022.  De ahí que 
resulte procedente y legal la sustentación que a continuación me dispongo a 
argumentar soportado en los siguientes fundamentos fácticos y jurídicos que motivan 
esta impugnación.  
 



II.FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y JURÌDICOS QUE SOPORTAN EL RECURSO DE 
REPOSICION EN SUBSIDIO APELACIÓN 

 
 
2.1. OMISION POR PARTE DE LA JUEZ VEINTITRÉS (23) DE EJECUCION DE PENAS 
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ DE LA FUNCION RESOCIALIZADORA DE 
LA CONDENA CON INDEPENDENCIA DEL TIPO PENAL CONDENADO.  
 
Con ocasión a la decisión tomada por su despacho contenida en el Auto Interlocutorio 
No. 598 del 02 de junio de 2022, el suscrito apoderado manifiesta diferencias 
diametrales frente a los argumentos esbozados por usted, señora JUEZ 23 DE 
EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ, al fundamentar su 
decisión tajantemente en el contenido del artículo 13 de la Ley 1474 de 2011, inciso 
segundo que dispone:  
 

“Tampoco tendrán derecho a beneficios o subrogados quienes hayan sido 
condenados por delitos contra la Administración Pública, estafa y abuso de 
confianza que recaigan sobre los bienes del Estado, utilización indebida de 
información privilegiada, lavado de activos y soborno transnacional”. 

 
Haciendo hincapié en los hechos por los cuales fue condenado el señor CARVAJAL 
OVIEDO, ampliamente expuestos por su despacho en el auto que hoy se impugna, 
resulta claro que su despacho no reparó más allá de lo prescrito en la normativa en 
materia de beneficios y subrogados contenidos en la ya precitada Ley 1474 de 2011, 
ampliamente debatida por la Corte Suprema de Justicia en senda jurisprudencia.  
 
Así las cosas y frente a este particular, resulta evidente al suscrito apoderado que la 
JUEZ VEINTITRÉS (23) DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 
BOGOTÁ paso por alto la naturaleza jurídica definida a través de la jurisprudencia de 
los elementos preceptuados en el artículo 64 del Código Penal que establece los 
presupuestos para otorgar la Libertad Condicional solicitada ante su despacho en favor 
del condenado GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL OVIEDO; elementos que me permito 
abordar a continuación:  
 

a. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.  
 

Frente a este elemento, en efecto, el despacho establece: “GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL 
OVIEDO, ha estado privado de la libertad desde el 03 de mayo de 2018 a la fecha, sin que 
registre descuento por redención de pena, es decir se tiene un tiempo de CUARENTA Y 
OCHO (48) MESES Y VEINTINUEVE (29) DIAS, es decir, cumple con el requisito objetivo 
establecido en el artículo 64 del Código Penal, esto es, ha descontado tres quintas partes 
de la pena1”.  

                                                           
1 JUZGADO 23 DE EJECUCION DE PENAS Y SENTENCIAS DE BOGOTÁ. Auto Interlocutorio No. 598 del 02 de junio de 2022, p. 2.  



 
Aunado a lo anterior es importante precisar que a la fecha de presentación de este 
recurso el señor GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL OVIEDO tiene un tiempo de 
CUARENTA Y NUEVE (49) MESES Y VEINTIUN (21) DÍAS, por lo que cumple 
notoriamente el requisito de la norma en lo que respecta al cumplimiento de la fracción 
antes enunciada.   

 
b. Que se adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundamentadamente que 
no existe necesidad de continuar con la pena.  

 
Con ocasión a este requisito objetivo y como su despacho lo indicó, en la solicitud de 
libertad impetrada ante su despacho, se acompañó con el concepto favorable expedido 
por la Cárcel y Penitenciaria de Mediana Seguridad de Bogotá - CPMS BOGOTA (La 
Modelo). No obstante, y a pesar que el despacho enunció este requisito, paso por alto 
conceptos doctrinales, jurisprudenciales y descritos en tratados internacionales 
ratificados por Colombia frente a la necesidad de la pena y la realidad médica por la que 
está atravesando mi prohijado GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL OVIEDO.  

 
Como ampliamente se conoce, la privación de la libertad de una persona en condición 
de condenada ha enmarcado las grandes temáticas controversiales que se delimitan 
entre el ejercicio punitivo del Estado y la persecución del delito para prevenir riesgos 
procesales, mismos que se generan desde el inicio de la actuación, en la imposición de 
la medida de aseguramiento, por lo que resulta pertinente  insistir, que el Legislador 
siempre ha señalado que las medidas y/o penas que presuponen una privación de la 
libertad son de CARÁCTER EXCEPCIONAL , por afectar en el procesado su derecho a la 
libertad, por lo que resultaría totalmente contradictorio y paradójico que la 
administración de justicia difiera en una valoración profunda sobre la necesidad y la 
función resocializadora de una condena al considerar meramente el delito de LAVADO 
DE ACTIVOS, como excluyente de este análisis por encontrarse definido dentro un 
postulado legal.  
 
Aunado a lo anterior, lo censurable para el suscrito apoderado radica en la omisión por 
parte de la JUEZ VEINTITRÉS (23) DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD DE BOGOTÁ,  de realizar lo que por deber le concierne que se encuentra 
enunciado por el legislador en el contenido de la Ley 1709 de 2014, que le impone al 
Juez de Ejecución de Penas analizar la conducta bajo planteamientos descritos por la 
norma y por la sentencia C-757 DE 2014 que declaro constitucional, es decir exequible 
el apartado “…previa valoración de la conducta punible…”,  que claramente define:  
 

(…) 
 

Al redactar la nueva versión de dicho artículo, el legislador no sólo desconoció 
el condicionamiento introducido por la Corte en relación con la redacción 



anterior, sino que agregó un factor adicional de ambigüedad al remover la 
alusión a la gravedad de la conducta punible como uno de los factores que 
se deben tener en cuenta para decidir sobre la libertad condicional.  

 
“…Por lo tanto, los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad deben 
aplicar la constitucionalidad condicionada de la expresión "previa valoración de 
la conducta punible" contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en 
todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más favorable a los 
condenados…2”.  

 
En este sentido, resulta claro que uno de los elementos a analizar radican en la gravedad 
de la conducta, pero no vista desde el elemento del tipo, sino de las circunstancias de 
modo, tiempo y lugar que acompañaron la comisión de la misma, así como del cabal 
cumplimiento de su función resocializadora sobre el condenado y su comportamiento 
dentro del establecimiento penitenciario; lo anterior de conformidad con la garantía del 
principio rector non bis in ídem. 
 

“…No existe una identidad total de hechos en la medida en que si bien el juez 
de ejecución de penas debe valorar la conducta punible, debe analizarla 
como un elemento dentro de un conjunto de circunstancias. Sólo una de tales 
circunstancias es la conducta punible. Además de valorar la conducta punible, 
el juez de ejecución de penas debe estudiar el comportamiento del 
condenado dentro del penal, y en general considerar toda una serie de 
elementos posteriores a la imposición de la condena. Con fundamento en 
este conjunto de circunstancias, y no sólo en la valoración de la conducta 
punible, debe el juez de ejecución de penas adoptar su decisión…3” 

 
Si bien es cierto que la decisión para el otorgamiento de la Libertad Condicional recae 
exclusivamente en la ponderación realizada por el Juez de Ejecución de Penas y 
Sentencias, este no puede desentender y de facto traer a colación algún elemento de 
responsabilidad desarrollado por el Juez de Conocimiento para decidir sobre una 
solicitud de libertad condicional, pues los hechos por los cuales fue condenado el 
infractor, marcan un punto de partida para el Juez de Ejecución de Penas y Sentencias.  
 

“En el auto AHP3201 de 2019, Radicación 55916, la Sala Penal de la Corte indicó 
que el análisis del Juez ejecutor debe partir de la gravedad de la conducta tal y 
como fue valorada en la sentencia condenatoria pues de lo contrario, al realizarse 
un nuevo juicio de responsabilidad se vulneraria el principio de non bis in ídem4”.  

 

                                                           
2 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-757/2014 del 15 de octubre de 2014. Magistrado Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ 
DELGADO.  
3 Ibídem.    
4 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – SALA PENAL. Auto AHP3201 de 2019 del 17 de octubre de 2019. Magistrado Ponente: EUGENIO 
FERNANDEZ CARLIER.  



A la postre la Corte Suprema de Justicia en la decisión AHP3201-2019, radicado 55916, 
magistrado ponente Eugenio Fernández Carriel, indica sobre este particular:  
 

“…tenemos entonces que el Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
para conceder el subrogado penal de la libertad condicional debe, en primer lugar, 
revisar si la conducta fue considerada como especialmente grave por el legislador 
en el Art.68A del CP y en los Artículos 26 de la Ley 1121 de 2006 y 199 de la 1098 
de 2006. Si aplicando ese filtro de gravedad resulta juradamente posible conceder 
el subrogado, “el juez debe verificar, tanto el cumplimiento de los requisitos 
objetivos exigidos por la norma (haberse cumplido las dos terceras partes de la 
pena y haberse pagado la multa, más la reparación a la víctima), como el 
cumplimiento de los requisitos subjetivos que se derivan de la valoración de las 
condiciones particulares del condenado5”. 

 
Dicho esto, se puede colegir que para la JUEZ VEINTITRÉS (23) DE EJECUCION DE 
PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ, las circunstancia de modo, tiempo y 
lugar en las que mi prohijado CARVAJAL OVIEDO ha cumplido su condena, así como la 
condición de salud por la que actualmente atraviesa el condenado, según su 
ponderación de proporcionalidad no han sido satisfechas, por haber sido condenado 
por el punible de LAVADO DE ACTIVOS y porque este tipo penal se encuentra contenido 
del artículo 13 de la Ley 1474 de 2011, inciso segundo, a pesar de que desde el año 2014 
el artículo 64 del Código Penal observa otros elementos en beneficio del Condenado, de 
la Administración de Justifica y de la Política Criminal nacional.  
 
SE DEBE DE TENER EN CUENTA QUE LA LIBERTAD ES UN DERECHO DE RANGO 
CONSTITUCIONAL Y PRINCIPIO RECTOR DEL DERECHO PENAL YA QUE TODA 
PERSONA TIENE DERECHO A QUE SE LE RESPETE SU LIBERTAD, A NO SER 
MOLESTADO EN SU PERSONA NI PRIVADO DE SU LIBERTAD SINO EN VIRTUD DE 
MANDAMIENTO ESCRITO DE AUTORIDAD JUDICIAL COMPETENTE O EN CASOS DE 
FLAGRANCIA COMO LO MANIFIESTA LA NORMATIVIDAD PENAL, ES ASÍ QUE LA 
EXCEPCIÓN A DICHA LIBERTAD SERÍA LA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO. 
 
En consecuencia, y de conformidad con el carácter excepcional de la privación de 
libertad que resulte conveniente traer a colación, que, si bien es cierto mi prohijado 
GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL OVIEDO, fue condenado por el delito de LAVADO DE 
ACTIVOS, en ningún momento dentro del contenido del auto que hoy se imputa, la 
señora Juez manifieste, o si quiera, sumariamente se refiera frente a una posible 
gravedad o agravamiento de la conducta desplegada por el infractor. Contrario censo, 
es el mismo despacho que indica que se aportan elementos y certificaciones que logran 
establecer que el hoy condenado, ha tenido un buen comportamiento en el tiempo que 
lleva privado de la libertad, y a pesar de su difícil estado de saludo ha demostrado y 

                                                           
5 Ibídem.  



manifestado un concreto y claro deseo de resocialización e introducción a una vida 
productiva.  
 
Ahora bien, en lo que respecta las ampliamente enunciadas a lo largo del presente 
recurso, Funciones de la Pena, estas se encuentran consagradas en el contenido del 
artículo 4 de Código Penal:  
 

Artículo 4°. Funciones de la pena. La pena cumplirá las funciones de prevención 
general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al 
condenado. 

 
La prevención especial y la reinserción social operan en el momento de la ejecución 
de la pena de prisión. 

 
Adicionalmente la Corte Constitucional en sendos pronunciamientos se ha referido:   
 

Al respecto de la finalidad de la pena, ha señalado esta Corte que, ella tiene en 
nuestro sistema jurídico un fin preventivo, que se cumple básicamente en el 
momento del establecimiento legislativo de la sanción, la cual se presenta como la 
amenaza de un mal ante la violación de las prohibiciones; un fin retributivo, que 
se manifiesta en el momento de la imposición judicial de la pena, y un fin 
resocializador que orienta la ejecución de la misma, de conformidad con los 
principios humanistas y las normas de derecho internacional adoptadas. Ha 
considerado también que “sólo son compatibles con los derechos humanos penas 
que tiendan a la resocialización del condenado, esto es a su incorporación a la 
sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual además se contribuye a la 
prevención general y la seguridad de la coexistencia, todo lo cual excluye la 
posibilidad de imponer la pena capital6”. 

 
Dicho esto, resulta oportuno analizar todas y cada una de las funciones de la pena 
impuesta particularmente a la acción reprochada jurídicamente en el señor GUSTAVO 
ADOLFO CARVAJAL OVIEDO, así, en los que respecta al fin preventivo, mi prohijado 
fue capturado el día 03 de mayo de 2018, desde ese entonces privado de la libertad y 
condenado por el JUEZ 2 PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ por el 
punible de “LAVADO DE ACTIVOS” el día 27 de abril de 2020, decisión confirmada por 
el Honorable Tribunal Superior de Bogotá, el día 21 de mayo de 2020; el fin retributivo, 
se exterioriza con la imposición de una pena correspondiente a 5 años o 60 meses de 
prisión y, su finalidad resocializadora con la ejecución de esta, la cual se efectuó por 
detención efectiva desde el día 03 de mayo de 2018 hasta la fecha por encontrarse 
actualmente privada de su libertad.  
 

                                                           
6 GOMEZ RAMIREZ, Nola. ANALISIS DEL LOS PRINICIPIOS DEL DERECHO PENAL. https://www.corteidh.or.cr/tablas/R06737-
4.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/tablas/R06737-4.pdf
https://www.corteidh.or.cr/tablas/R06737-4.pdf


Ahora bien, la jurisprudencia nacional y los tratados internacionales son enfáticos en 
manifestar que las penas, independientemente de su modalidad tiene una función y 
unos presupuestos, los cuales no se encuentran exclusivamente fundamentados en el 
monopolio estatal de la actividad punitiva y las consecuencias jurídicas sobre el 
infractor, sino en la función de orden social que trae inmersa la imposición de estas y la 
intensidad aflictiva sobre el infractor que debe ser proporcional al reproche ético-social 
que exprese cada una de ellas. Ahora, la Corte Constitucional dentro del contenido de la 
Sentencia C-328/16, estableció:  
 

“Conforme a lo expuesto, cobran mayor importancia aquellos mecanismos que 
permitan alcanzar de manera más efectiva y eficaz los fines de resocialización, sin 
perder de vista la necesaria humanización de la condena penal, pues los costos de 
los problemas penitenciarios y carcelarios identificados son muy altos en materia 
de déficit de protección de los derechos fundamentales. En efecto, esta Corporación 
manifestó en la sentencia T-388 de 2013[64] que: i) Se evidencia un costo sobre los 
derechos del sindicado, puesto que la restricción de la libertad de una persona, 
también puede afectar su salud, la integridad personal, sus capacidades de 
educación, de recreación o de trabajo, además impacta fuertemente sobre su 
núcleo familiar y social y lo somete a la exposición de una subcultura carcelaria 
que puede ser nociva para sus propios valores. ii) Los costos desde el punto de vista 
económico se reflejan en relación con la entrada a un sistema penitenciario y 
carcelario que desconoce múltiples derechos y omite proteger otros tantos, aunque 
parezca gratuito y aparentemente no implique un fuerte impacto en el gasto en el 
corto plazo. Sin embargo, tal posición es contraria a la dignidad humana que 
garantiza el orden constitucional vigente, además, los costos tendrán que asumirse 
en el mediano o en el largo plazo. iii) Por último, se generan costos para la 
legitimidad del Estado, pues la vulneración de los derechos fundamentales 
generada por el sistema penitenciario y carcelario, desestima la propia razón de 
su existencia y mina la confianza de sus ciudadanos7”.  

 
Como resultado del anterior análisis, se puede concluir que la pena implica una reacción 
del Estado ante la infracción del ordenamiento jurídico, lo que en algunos casos es 
consecuencia de la pretensión de reafirmación de su facultad punitiva. Ahora para 
justificar las finalidades de la pena, se encuentran diferentes teorías. De una parte, las 
absolutas que tienden a la retribución y la prevención y de otra, aquellas que se 
fundamentan en la simbiosis de ambos postulados. 
 
El Código Penal colombiano le otorga a la pena funciones de prevención general, 
retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al condenado. Por 
su parte, la Corte ha estudiado el fenómeno de los fines de la pena y ha admitido que la 
resocialización es un fin constitucionalmente válido de la pena. 
 

                                                           
7 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-328/16 del 22 de junio de 2016. Magistrado Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO.  



En la actualidad se tienen problemas en las políticas públicas de resocialización y 
reintegración de los condenados a la sociedad civil, lo que ha generado la declaratoria, 
por parte de este Tribunal, de un estado de cosas inconstitucional en materia de 
cárceles. Esta situación genera la implementación y uso de mecanismos que alternen 
con la pena privativa de la libertad y permitan alcanzar de manera más eficiente el 
objetivo de resocialización con la utilización de medidas que humanicen la sanción 
penal.  
 
Esto quiere decir que el Estado en su política criminal, vela porque la función primordial 
de la pena, adicionalmente de que sea preventiva, tenga un carácter resocializador y de 
no reincidencia sobre el infractor, no solo por la carga emotiva que trae la sanción sino 
por la afectación de los derechos fundamentales, como en el caso del señor GUSTAVO 
ADOLFO CARVAJAL OVIEDO fue el Derecho a la Libertad vulnerado a través de una 
pena privativa, por esta razón y de acuerdo con los formulados normativos en materia 
constitucional, no resulta relevante para el legislador el sitio en donde cumplió su 
condena, lo realmente imperativo, es que esta haya cumplido con los postulados 
reflexivos y sancionatorios que hayan generado un cambio positivo y significativo en la 
conducta de mi prohijado.  
 
En lo que respecta al ARRAIGO, el despacho ampliamente conoce que se encuentra 
establecido en la KR 55 No. 152B – 68 Torre 1, Apto 150, en la Localidad de Bogotá, 
Barrio Mazurén, domicilio en el que mi prohijado durante algo más de 46 meses ha 
venido cumpliendo su pena en compañía de su esposa, la señora CARMEN ROJAS 
VARGAS,  bajo el cumplimiento de lo dispuesto por el Juez y las entidades 
Penitenciarias, razón por la cual el otorgamiento de la Libertad Condicional no 
generaría ningún tipo de cambio sobre este domicilio y en el evento que se llegase a 
generar, informado inmediatamente a la autoridad competente.  
 
 

III. PETICIÓN 
 
Efectuada la verificación de los argumentos anteriormente esbozados y en virtud del 
cumplimiento de las garantías constitucionales y legales, solicito respetuosamente a 
usted, señor Juez, revocar la decisión proferida por la JUEZ VEINTITRES DE 
EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, plasmada en su Auto 
Interlocutorio No. 598 del 02 de junio de 2022 y en consecuencia, otorgar la Libertad 
Condicional del señor GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL OVIEDO, identificado con la 
cédula de ciudadanía 79.284.931 de Bogotá por reunir la totalidad de los elementos de 
que trata el artículo 64 del Código Penal sobre LIBERTAD CONDICIONAL. 
  
 
 
 
 



IV. ANEXOS 
 

Para los fines legales pertinentes, reitero y adjunto los documentos que se requieren en 
sede de solicitud de libertad condicional, para que se tome la decisión que en derecho 
corresponda, al igual que ruego a Usted tener en cuenta los aportados. 

 
1. Adjunto 01 folio poder 
2. Adjunto 02 folios de historia clínica 
3. Adjunto 02 folios resultados de exámenes hematología 
4. Adjunto 01 folio certificación de conducta 
5. Adjunto 03 folios de Resolución favorable N° 1051de fecha 07/04/2022 
6. Adjunto 01 folio de cartilla biográfica 
7. Adjunto 01 folio Reporte Cumplimiento Prisión Domiciliaria 
8. Adjunto 01 folio oficio N° 114-CPMSBOG-OJ-01880 
9. Adjunto 01 folio de solicitud de atención medica en el área de sanidad del penal 
10. Adjunto 01 folio de recibo pública de ENEL – CODENSA de mi sitio de arraigo  
 

V. NOTIFICACIONES 
 
El suscrito recibirá notificaciones en la Calle 53 #21-89 de la ciudad de Bogotá D.C. o en 
la dirección de correo electrónica victorcm89@gmail.com 
 
 
Del señor Juez con distinción y respeto. 
 
Atentamente, 
 
 
 
VICTOR ALFONSO CORREA MEDINA  
C.C No. 1.018.425.005 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 238.424 del C. S. de la J. 
Email. victorcm89@gmail.com  
 
 
 

mailto:victorcm89@gmail.com
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________________________________________________________________________ 

Calle 53 N° 21-89 Barrio Galerías - Celular 3142482612                                                                                  

Correo electrónico: victorcm89@gmail.com   Bogotá D.C. 

 

Bogotá D.C,   20 de abril de 2022                                                                     
             
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              
Doctor                                                                                                                                                                                  
FREDY CAMARGO ZORRILLA     
Director CPMS BOGOTA             
 
 
Asunto: Solicitud Registro de atención medica del PPL.  GUSTAVO ADOLFO CARVAJAL 
OVIEDO NU. 1002224 
 
    
 
Buenas tardes, 
 
 
De forma respetuosa solicito a su honorable despacho, se me aporte copia de la minuta del 
área de sanidad, en el que se pueda verificar de forma legible las veces en las que ha recibido 
atención medica mi defendido. 
 
Agradeciendo de ante mano la atención prestada         
  
 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
 
 
 
_______________________________                  
VICTOR ALFONSO CORREA MEDINA                    
1.018.425.005 expedida en Bogotá                        
T.P. 238434 del C. S. de la J.                                                                 
Defensor de confianza   
correo electrónico: victorcm89@gmail.com 
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